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Smaranda Bara y otros/Președintele Casei Naționale de Asigurări de 

Sănătate y otros 

 

Las personas cuyos datos personales son objeto de transmisión y de tratamiento 
entre dos administraciones públicas de un Estado miembro deben ser informadas 

de ello previamente 

 

La Directiva sobre tratamiento de datos personales 1 regula el tratamiento de los datos personales 
cuando están contenidos o destinados a figurar en un fichero. 

La Sra. Smaranda Bara y otros ciudadanos rumanos son trabajadores por cuenta propia. La 
administración tributaria rumana transmitió sus ingresos declarados a la Caja Nacional del Seguro 
de Enfermedad, que exigió entonces el pago de atrasos de cotizaciones al régimen del seguro de 
enfermedad. 

Los interesados impugnan ante la Curtea de Apel Cluj (Tribunal de apelación de Cluj, Rumanía) la 
legalidad de esa transmisión desde el punto de vista de la Directiva. Consideran que sus datos 
fueron utilizados con fines distintos de aquéllos para los que habían sido inicialmente 
comunicados a la administración tributaria, sin ser informados de ello previamente. 

El Derecho rumano permite a las entidades públicas transmitir datos personales a las cajas de 
seguro de enfermedad para que éstas puedan determinar la condición de asegurado de los 
interesados. Estos datos se refieren a la identificación de las personas (nombre, apellido y 
domicilio), pero no incluyen los relativos a los ingresos obtenidos. 

En este contexto, la Curtea de Apel Cluj pregunta, esencialmente, al Tribunal de Justicia si el 
Derecho de la Unión se opone a que una administración pública de un Estado miembro transmita 
datos personales a otra administración pública con vistas a su ulterior tratamiento sin que los 
interesados hayan sido informados de esa transmisión ni de ese tratamiento. 

En su sentencia dictada hoy, el Tribunal de Justicia considera que la exigencia de tratamiento leal 
de los datos personales obliga a una administración pública a informar a los interesados de que 
sus datos van a ser transmitidos a otra administración pública para su tratamiento por ésta en su 
calidad de destinataria de los datos. La Directiva exige expresamente que cualquier posible 
limitación a la obligación de información se adopte mediante medidas legales. 

La Ley rumana que prevé la transmisión gratuita de los datos personales a las cajas del seguro de 
enfermedad no constituye una información previa que pueda dispensar al responsable del 
tratamiento de su obligación de informar a las personas de quienes recaba los datos. En efecto, 
dicha Ley no define ni los datos que pueden transmitirse ni las condiciones de la transmisión, que 
figuran únicamente en un protocolo bilateral celebrado entre la administración tributaria y la caja 
del seguro de enfermedad. 

Por lo que respecta al ulterior tratamiento de los datos transmitidos, la Directiva dispone que su 
responsable debe comunicar a los interesados su propia identidad, los fines de ese tratamiento y 

                                                 
1
 Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 

personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (DO L 281, 
p. 31). 



cualquier otra información necesaria para garantizar un tratamiento leal de los datos. Entre esa 
información adicional se incluyen las categorías de datos de que se trate y la existencia de 
derechos de acceso y de rectificación. 

El Tribunal de Justicia observa que el tratamiento por la Caja Nacional del Seguro de Enfermedad 
de los datos transmitidos por la administración tributaria implicaba informar a los interesados de 
los fines de ese tratamiento y de las categorías de datos de que se trataba. En este caso, la Caja 
del Seguro de Enfermedad no facilitó los mencionados datos. 

El Tribunal de Justicia concluye que el Derecho de la Unión se opone a que dos 
administraciones públicas de un Estado miembro se transmitan y traten datos personales 
sin que los interesados hayan sido previamente informados de ello. 

 

NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un 
litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho 
de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y 
es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. 
Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 
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